
INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN/ Improsperidad de la tutela al presentarse una situación fáctica que no concuerda con la realidad 

“(…) al accionante no se le ha impuesto multa alguna, pues, para ello debe surtirse un procedimiento previo, así que el demandante debe programar cita para junta de remisos en la que se evaluará su situación.” 

“Si tal acto no se ha producido y lo que está pendiente es que se programe la junta de remisos para analizar la situación del accionante, es inviable acudir a la intervención del juez constitucional, por cuanto no se advierte lesión, hasta ahora, de los derechos señalados. El derecho al trabajo, por las razones señaladas; y el de igualdad, tampoco, porque se carece de un referente en el cual se le hubieran otorgado los beneficios que aquí se demandan ante una situación similar a la del accionante.”  
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta Juan Carlos Arias Escobar, contra el Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” y el Distrito Militar No. 22. 

  



ANTECEDENTES




Juan Carlos Arias Escobar, en nombre propio, instauró esta acción de tutela con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales “al trabajo y a la igualdad”, que estima lesionados por los entes a los que demanda.
  



Expuso, en resumen, que tiene 26 años de edad, es beneficiario del SISBEN, tecnólogo en sistemas y actualmente labora como vendedor ambulante; es hijo único, su padre sufre de EPOC pulmonar y su señora madre es discapacitada y está desempleada; el 13 de diciembre de 2011 se presentó en el Batallón San Mateo de esta ciudad con el fin de definir su situación militar, pero en tal ocasión no se pudo resolver nada; el día 14 siguiente radicó documentos para demostrar su impedimento para prestar el respectivo servicio y, luego de firmar un libro, le indicaron que volviera al año siguiente; así lo hizo y en la portería le dijeron que para esa fecha no se estaba atendiendo y que debía estar pendiente; desde esa oportunidad, por múltiples inconvenientes había dejado de ir al batallón; lo hizo de nuevo el 22 de enero de 2016, pero solo se realizaron trámites de papelería, porque el Coronel no se encontraba en la ciudad; el día 26 siguiente se hizo la misma gestión y de manera adicional le informaron que tenía que pagar una multa que supera los seis millones de pesos o prestar el servicio; en esa oportunidad únicamente firmó un libro en donde consta que asistió a la cita de remiso; el capitán que lo atendió le explicó que si firmaba el documento que ellos suministraban, debía pagar la multa, y si no lo hacía tenía un tiempo para presentar los documentos por medio de los cuales se le levantaría la multa.

  



Aduce que el batallón omitió valorar los documentos que llevó inicialmente para demostrar que no es una persona apta para prestar el servicio y ya no fue posible presentarlos porque aparece como remiso; no cuenta con los recursos para pagar la sanción impuesta, y para acceder a una oportunidad laboral muchas veces se exige como prerrequisito la libreta militar y cuenta con una oportunidad de trabajo para mejorar su calidad de vida.




Pidió, por tanto, el amparo de los derechos fundamentales deprecados y, como consecuencia de ello, que se ordene al comandante del Batallón San Mateo que en un término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, lo exonere de pagar la multa que le fue impuesta por su condición de remiso y se le garantice el costo mínimo de la libreta acorde con su situación económica.

  



Se le dio trámite a la acción y se dispuso como prueba, solicitar del Distrito Militar No. 22 copia de toda la actuación administrativa relacionada con la definición militar del accionante, incluido el trámite atañedero a la imposición de multa a la que hace referencia este. Se pronunció el comandante del Distrito Militar No. 22 y explicó la situación de orden legal para la prestación del servicio militar en Colombia; que en el caso concreto, el demandante no asistió a la jornada de concentración e incorporación a la que se le citó para el día 29 de noviembre de 2011, por lo cual figura como remiso, sin que se haya presentado a la fecha al Distrito; que el interesado programó cita para junta de remisos que se llevaría a cabo el 22 de enero del presente año, pero tampoco acudió. Señaló que a la fecha no se le ha impuesto sanción alguna, atendiendo el debido proceso que para ello se debe surtir y que, por consiguiente el actor deberá inscribirse para próxima junta de remisos, en la que se evaluará si se impone o no la misma, acorde con lo que demuestre; explicó las posibilidades para definir la situación militar y solicitó declarar la improcedencia de la acción. 
   



El batallón guardó silencio. Con posterioridad se decretó una prueba de oficio que a la postre no se materializó, pero, acorde con lo que será motivo de decisión, es irrelevante insistir en ella.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

  



En esta oportunidad Juan Carlos Arias Escobar, pretende que se le amparen los derechos “al trabajo y a la igualdad” que estima resquebrajados por la parte accionada que, según expresa, le impuso una multa que asciende a los seis millones de pesos por su condición de remiso, pero cuyo costo no puede sufragar, atendiendo su situación económica, y la falta de la libreta militar le impide acceder a un trabajo que pueda mejorar su calidad de vida. 
Pues bien, ante aquella afirmación, el comandante del Distrito Militar No. 22, acudió para indicar que al accionante no se le ha impuesto multa alguna, pues, para ello debe surtirse un procedimiento previo, así que el demandante debe programar cita para junta de remisos en la que se evaluará su situación. 
De hecho, el peticionario, no dio cuenta de acto administrativo que se hubiera producido y notificado en tal sentido; solo adujo que un capitán que lo atendió le explicó que si firmaba un documento extendido por la entidad debía proceder al pago de la sanción (f. 1 v.).
En tal estado de cosas, si bien la falta de definición de la situación militar de una persona, por hechos u omisiones atribuibles a la entidad competente, puede llegar a erigirse en un motivo de vulneración del alegado derecho al trabajo, aspecto sobre el que nada se controvierte, no basta que se mencione su trasgresión, sino que es menester acreditar que el obstáculo existe para que pueda abrirse paso la protección, sobre todo cuando la defensa radica en que no se ha expedido o aplicado la multa pecuniaria de la que se hace gala en el libelo, que es la que se toma como punto de partida para la presente denuncia. 
Si tal acto no se ha producido y lo que está pendiente es que se programe la junta de remisos para analizar la situación del accionante, es inviable acudir a la intervención del juez constitucional, por cuanto no se advierte lesión, hasta ahora, de los derechos señalados.  El derecho al trabajo, por las razones señaladas; y el de igualdad, tampoco, porque se carece de un referente en el cual se le hubieran otorgado los beneficios que aquí se demandan ante una situación similar a la del accionante.  
Es más, se itera, el comandante del Distrito Militar, ha referido que una vez el actor programe junta de remisos, se analizará su condición, aparejada de las pruebas que aporte para ello.
En últimas, pues, (i) no cumplió el solicitante con la carga de probar que le incumbe, porque a pesar de ser la acción de tutela breve y expedita, se rige por elementales principios como este, en el que al interesado le corresponde acreditar, cuando menos, que existe un acto vulnerador y (ii) solo cuando se logre establecer que agotó el trámite concerniente y no le fue tenida en cuenta su precaria posición económica para definir de una manera menos onerosa su situación militar, se podría analizar si se incursiona en la vulneración de derechos fundamentales. Como ello no ha ocurrido en este caso concreto, se negará la protección. 

 



DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo deprecado.



  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni sujeto a la citada revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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